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INFORME de ADICAE SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE CONFLICTOS DE CONSUMO
El próximo 9 de julio debe estar incorporado a nuestro Ordenamiento Jurídico la Directiva 2013/11/UE relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo
  En líneas generales el Anteproyecto de Ley de Resolución Alternativa de Conflictos de Consumo
 responde a esta obligación legal. No obstante, a nuestro juicio, se dan las condiciones para aprovechar la futura norma de transposición y avanzar hacia una reforma que profundice y mejore la tutela de los derechos de los consumidores a través de mecanismos extrajudiciales de resolución de conflictos, en particular del Arbitraje de Consumo, y de tales mecanismos en el ámbito financiero y de servicios de interés general.

Para ello aportamos unas alegaciones de carácter general, que han de servir como criterios y propuestas generales de cara a una regulación más amplia aprovechando el anteproyecto de ley; y unas alegaciones concretas a partes del articulado concreto del anteproyecto presentado. 
CONSIDERACIONES DE CARÁCTER GENERAL
En nuestro país con anterioridad a la mencionada Directiva 2013/11/CE, no existía una ley de este calibre ya que solo había normativas específicas, como la de arbitraje de consumo o de servicios de reclamaciones en el ámbito financiero. Únicamente servían como referencia una serie de Recomendaciones y Comunicaciones europeas diversas, así como un Libro Verde sobre el acceso de los consumidores a la justicia y solución de litigios en el mercado único. 

En este sentido, deben destacarse la Recomendación 98/257/CE de la Comisión de 30 de marzo de 1998 relativa a los principios aplicables a los órganos responsables de la solución extrajudicial de los litigios en materia de consumo y la Recomendación 2001/310/CE de la Comisión relativa a los principios aplicables a los organismos responsables de la solución extrajudicial de los litigios en materia de consumo que no cubre la Recomendación de 1998. Tales recomendaciones han servido de base para la elaboración de la Directiva  2013/11/CE

Como ya apuntábamos, más allá de la mera transposición de una Directiva, se hace necesario un replanteamiento de la situación actual de los sistemas de resolución extrajudicial de conflictos en nuestro país. Por tanto, resultarían necesarias, a juicio de ADICAE la incorporación de una serie de modificaciones que permitirían profundizar en el marco establecido por la Directiva y establecer asimismo fórmulas sobre las que el anteproyecto nada dice aunque sí plantea la Directiva.  
Ante el grave deterioro de los servicios de reclamaciones, en especial en servicios financieros y servicios de interés general, la reforma legal propuesta se limita a trasponer la Directiva, sin desarrollar aquellos aspectos necesarios y posibles tras la experiencia acumulada en todos estos años en España y los graves problemas que ha tenido España para los consumidores y que la Directiva misma prevé situaciones especiales e invita a la innovación que no ha sabido aprovecharse en el texto presentado como anteproyecto. 
En particular, en el ámbito financiero
, los sistemas de reclamaciones están anclados en unos mecanismos administrativos que cada vez satisfacen menos las expectativas de los consumidores.

En parecidos términos cabe expresarse cuando hablamos de laberíntico procedimiento establecido en los sistemas de reclamación en materia de servicios de interés general, donde existe una confusión entre la vía arbitral y la administrativa
.

Respecto al arbitraje de consumo
, corre el riesgo de “morir de éxito” tras 30 años sin modificaciones que den un impulso eficaz para llegar a todos los sectores de actividad y, en particular, a aquellos que más incidencia tienen en la vida cotidiana de los consumidores y en sus economías domésticas.

1.- EL Arbitraje de Consumo, una buena opción para los consumidores pero que necesita un impulso 
Con relación al arbitraje de consumo, si bien es cierto que hay ya en proceso de elaboración un anteproyecto de Decreto de Arbitraje de Consumo, se hace necesario   que con ocasión de la transposición de los criterios y principios que establece la Directiva 2013/11/UE deberían mencionarse expresamente en la futura ley que regula la Resolución Alternativa de Conflictos de Consumo algunas pautas y principios básicos que permitieran establecer una reforma adecuada de aquel a través del futuro Real Decreto. 

Así, proponemos con base  a los principios de la Directiva mencionada una regulación del Arbitraje Colectivo de Consumo. Si este arbitraje fue ya un hito innovador a finales de los años ochenta, no debemos pararnos y debemos seguir apostando por introducir innovaciones jurídicas que con razonable anclaje en el texto de la Directiva permitan desarrollar el arbitraje de consumo.

En efecto, el Sistema Arbitral de Consumo constituye un sistema de resolución de conflictos que resulta eficaz desde la perspectiva de los intereses económicos del consumidor y cumple con los principios que establece Europa en materia de Resolución Alternativa de Conflictos con consumidores plasmados en la Directiva 2013/11/CE. Entre estos principios destacan la imparcialidad, la independencia y la eficacia. 

Sin embargo, después de tantos años el sistema parece estancado. De hecho, el que no estén adheridas las entidades de crédito, por ejemplo, es un claro síntoma de ese agotamiento como el hecho de que haya demasiadas exclusiones a la hora de adherirse a este sistema. La transposición de la Directiva 2013/11/CE puede suponer una ocasión para fomentar estos cambios. Máxime cuando se ha demostrado que uno de los principales argumentos del sector financiero para no adherirse a este sistema arbitral de consumo, cual es el de la complejidad de este ámbito, se ha demostrado falaz tras el denominado “arbitraje” de las participaciones preferentes. No obstante nuestro apoyo al arbitraje de consumo, este peculiar “arbitraje” en el grave problema de las participaciones preferentes
, merece algunas consideraciones al respecto que deben ser tenidas en cuenta como experiencia para profundizar en la mejora de este mecanismo
.  

La garantía de la imparcialidad y la independencia viene determinado por la participación de los consumidores a través de sus organizaciones. En efecto, la Comisión Europea se inclina por órganos de decisión colegiados, en los que participen, de forma paritaria, los consumidores. Las asociaciones de consumidores, como ADICAE, participan en el Sistema Arbitral de Consumo aportando uno de los tres árbitros que forman el tribunal arbitral. 

Por su parte, el laudo dictado por el colegio arbitral cumple el principio de eficacia que exige la Directiva Europea 2013/11/UE. En efecto, después de examinar toda la documentación, el colegio arbitral pone fin a la controversia emitiendo una resolución denominada laudo, que obliga a las dos partes a su cumplimiento y es ejecutivo desde su notificación. El laudo tiene los mismos efectos que una sentencia judicial firme.

Esta breve panorámica nos permite comprobar que el arbitraje de consumo cumple los requisitos establecidos en las recomendaciones europeas desde los años noventa y ahora convertidas en requisitos obligatorios por la Directiva de 2013. Sin embargo hay una serie de problemas y carencias.

 Problemas , carencias y propuesta para la futura normativa arbitral de consumo 
a) La reclamación colectiva en el arbitraje, una cuestión pendiente que debe impulsarse

El RD 231/2008 que regula el arbitraje de consumo que lleva por rubrica “acumulación de procedimientos”, dispone que si existen varias solicitudes de arbitraje presentadas por los consumidores frente a un mismo empresario reclamado en las que concurre idéntica causa de pedir, el Presidente de la Junta Arbitral podrá acordar la acumulación, para que sean conocidas en un único procedimiento por el órgano arbitral designado al efecto. Es esta una medida positiva, pues se reducen costes y se permite dar una solución única a un mismo conflicto planteado por varios consumidores. 

La primera crítica que debemos hacer es que la regulación de la acumulación es muy parca. Para empezar, hay que decidir si se trata de una simple acumulación de solicitudes en un procedimiento o también de acumulación de procedimientos. En el primer caso se acumulan varias solicitudes de consumidores individuales, cuando todavía no se ha iniciado ningún procedimiento. Esta hipótesis sólo se da cuando las solicitudes de arbitraje se plantean de forma simultánea o muy próxima en el tiempo, de modo que todavía no se ha iniciado ningún procedimiento arbitral. En el segundo caso se acumulan procedimientos, o más exactamente, habiéndose iniciado un procedimiento se acumulan al mismo las solicitudes individuales que se van planteando la que debe acogerse, pues da más campo de juego a la acumulación, y permite reducir más los costes económicos, aunque su articulación práctica puede plantear algunos problemas. Con la normativa actual, la acumulación de procedimientos es una posibilidad, y no una obligación, para el Presidente de la Junta Arbitral. 

Para que la acumulación pueda producirse no basta con que los consumidores hayan presentado solicitudes de arbitraje donde soliciten lo mismo y frente al mismo empresario, sino que debe existir en cada caso un convenio arbitral previo (en contrato aparte o en cláusula de sumisión a arbitraje incluida en el contrato principal) o una oferta pública de adhesión de ese empresario, de manera que la simple solicitud de arbitraje formaliza el convenio arbitral. Por otra parte, es necesario que los hechos se basen en los mismos hechos, aunque varíen, por ejemplo, las cantidades que se reclaman en concepto de indemnización. La acumulación no precisa el consentimiento del empresario (qué si ha tenido que consentir para celebrar el convenio arbitral), ni tampoco el de los consumidores. La acumulación sólo cabe dentro de una misma Junta Arbitral, por lo que no cabe acumular solicitudes de las que son competentes territorialmente varias Juntas Arbitrales. 

Hay algunas diferencias entre el arbitraje colectivo y la acumulación. El arbitraje colectivo precisa la aceptación expresa del empresario, cosa que no sucede en la acumulación. Hay en aquél, además, un llamamiento a los posibles consumidores afectados. Al arbitraje colectivo puede acudir todos los consumidores del territorio nacional, al margen de cuál sea la Junta Arbitral competente para su tramitación. La acumulación, en cambio, sólo opera en una única Junta Arbitral. Pero en cuanto a sus efectos no hay distinciones.  En ambos casos el laudo sólo produce efectos para los consumidores individuales que han presentado una solicitud de arbitraje. En consecuencia, la acumulación, al igual que el arbitraje colectivo, no es un mecanismo de tutela de los consumidores como clase. Por tanto, con la normativa de arbitraje actual, las acciones indemnizatorias colectivas no pueden ejercitarse a través del arbitraje de consumo “general”. Por ello lograr un una regulación que lo facilite y supere así las carencias actuales de la norma se impone como una misión de la futura regulación. 

En este sentido el considerando 27 de la Directiva 2013/11/UE dice “La presente Directiva no debe constituir un obstáculo para que los Estados miembros mantengan o introduzcan procedimientos de resolución alternativa por los que se tramiten conjuntamente litigios idénticos o similares entre un comerciante y varios consumidores.” Por tanto, se plantea la ocasión para establecer este tipo de arbitraje colectivo con la transposición de la Directiva mencionada

b) Las cláusulas de arbitraje previo

Hay un aspecto concreto que deberá modificarse cuando se transponga la Directiva a la normativa española. La norma europea establece que el acuerdo entre el consumidor y el comerciante de someter una reclamación a una entidad de resolución alternativa no será vinculante para el consumidor cuando se haya celebrado antes de que surja el conflicto y cuando tenga por efecto privar al consumidor de su derecho a recurrir ante los órganos jurisdiccionales. Una prohibición de ese tipo ya existe en la ley de consumidores, pero sólo para sometimientos a arbitraje distintos del de consumo. Para el arbitraje de consumo se admite que el convenio arbitral se formalice mediante cláusula incorporada a un contrato principal (incluso en condiciones generales de la contratación) o en contrato independiente, antes incluso de que surja el conflicto. Estos preceptos son contrarios a

la Directiva 2013/11/UE.

c) Sectores como los servicios financieros no se adhieren al Sistema Arbitral de Consumo

De lo expuesto cabe decir que las ventajas en general del sistema se pueden resumirse en las siguientes: coste reducido, rapidez y simplificación del procedimiento. El principal inconveniente de este sistema, según aparece es la voluntariedad para acogerse al proceso. Sobre la base de esa voluntariedad exigida por la normativa, bancos y cajas se han negado a aceptar el arbitraje de consumo como medio de resolución de conflictos que  eventualmente les enfrente a sus usuarios. Las razones aducidas son diversas: se excusan en la existencia de un sistema específico en el ámbito financiero (Banco de España, Comisión Nacional del Mercado de Valores y Dirección General de Seguros), un sistema largo e insuficiente que no resuelve verdaderamente los problemas de los consumidores en este ámbito; también aducen la especialidad y dificultad que entraña la normativa bancaria, tanto pública como privada, un argumento falso ya que los contratos de telefonía, por ejemplo, entrañan también un elevado grado de complejidad, por su componente técnico, y sin embargo están adheridos al sistema arbitral. En definitiva, para los consumidores y usuarios es el cauce más adecuado para hacer valer sus derechos sin las dificultades, costes e incertidumbres que, normalmente, supone acudir a la vía judicial. Sin embargo, como hemos comentado, el hecho de que sea voluntaria su adhesión es el argumento utilizado por las entidades de crédito y empresas de servicios financieros y aseguradoras, si bien de éstas hay alguna adherida, pero de manera todavía muy testimonial. Hay que aprovechar la transposición de la Directiva para potenciar esta posibilidad. 

Así, el Considerando 49 de la Directiva 2013/11/UE dice no solo que “se debe alentar a los comerciantes a que participen en procedimientos de resolución alternativa.” Ahora bien, continúa el Considerando, “la presente Directiva debe entenderse sin perjuicio de cualquier norma nacional que haga obligatoria la participación de los comerciantes en dichos procedimientos, la incentive o sancione, o que les obligue a aceptar su resultado.”
d) Algunas propuestas concretas para impulsar el arbitraje de consumo

1.- Establecer en este artículo de forma expresa: “Anualmente se establecerán programas específicos para difundir e incentivar la adhesión al sistema arbitral de consumo. Estos programas, que se podrán desarrollar en colaboración con las asociaciones de consumidores, tendrán por objetivo prioritario aquellos sectores no adheridos. En particular, y para este fin, las administraciones competentes en la materia elevarán todo tipo de propuestas administrativas o legislativas a los órganos competentes.”

2.- Siempre que la cuantía de la controversia entre empresario y consumidor no exceda de una determinada cantidad, las partes habrían de someter a arbitraje de consumo, salvo pacto expreso en contrario. En este caso la voluntariedad se presupone salvo mención en contrario, y por tanto la constitucionalidad (Artículo 24 de la Constitución) quedaría salvada. 


3.- Reformar la normativa sancionadora de consumo. Al igual que en la normativa fiscal, establecer criterios de reducción a la hora de aplicar, en su caso, sanciones de consumo siempre que el empresario o profesional haya aceptado someter la controversia con el consumidor a arbitraje. 


4.- Propiciar la modificación legal de la normativa sancionadora en materia financiera. Tal modificación debe contener el tenor del artículo 130.2 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que compatibiliza sanciones administrativas con indemnizaciones al consumidor: “las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador serán compatibles con la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada por el mismo a su estado originario, así como con la indemnización por los daños y perjuicios causados que podrán ser determinados por el órgano competente.”

Creemos que introducir como parte de la sanción la reintegración al usuario en su derecho, supondrá reforzamiento del papel de las administraciones, logrando una más efectiva protección al usuario. Además, forzará a muchas entidades financieras a participar en el sistema arbitral de consumo.


5.- Modificación de la Ley de Contratos del Estado. Para poder contratar con la administración, la empresa, siempre que preste servicios a consumidores y usuarios, debe estar adherida al Sistema Arbitral.


6.- Obligatoriedad de estar adheridas al sistema arbitral de consumo todas aquellas empresas que reciban subvenciones o ayudas de cualquier tipo y administración. 


7.-   Establecer un sistema de incentivos a empresas adheridas a arbitraje de consumo, de forma que sólo las que estén adheridas podrán acudir a concursos públicos o contratar con al administración pública


8.- Utilizar los medios de ejecución forzosa de la administración pública para la ejecución de los laudos arbitrales.
2.- Servicios de Reclamaciones en el sector financiero 
Los servicios de reclamaciones en el sector financiero en España en la actualidad no son satisfactorios para los consumidores. Uno de los principales motivos para que estos servicios no sean satisfactorios es la falta de vinculación para las partes de las resoluciones. Esta afirmación se ve reflejada, por ejemplo, en el hecho de que solo una de cada cuatro resoluciones favorables al consumidor del Banco de España  es acatada por las entidades financieras. 
A tenor de los informes que, a modo de ejemplo, revela el Servicio de Reclamaciones del Banco de España
 sobre el grado de cumplimiento por las entidades financieras de las resoluciones favorables al consumidor dictadas por este organismo, podemos deducir que la eficacia de este mecanismo de “resolución extrajudicial de conflictos”, exige una reformulación amplia y profunda de sus principios y criterios, ya que sus resoluciones favorables a éstos cada vez se acatan menos por las propias entidades, incumpliendo por tanto el llamamiento que impone el artículo 51 de la Constitución para el establecimiento de procedimientos eficaces para los consumidores.

En efecto, el artículo 51.1 de la Constitución refiere expresamente que “los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces (…) los legítimos intereses económicos de los mismos.”  Lejos de cumplir las exigencias  planteadas en este artículo, la experiencia de casi 30 años de funcionamiento determinan la necesidad de cambios y reformas más en profundidad. Máxime en un contexto como el actual de grave deterioro de los derechos de los consumidores y usuarios de servicios financieros (ver distintos artículos de  ADICAE) 
. Buena parte de este deterioro tiene su origen en el hecho de que estas resoluciones no tengan carácter vinculante.  

En este sentido, la propia Directiva establece en su considerando 49 que “la presente Directiva no debe exigir la participación de los comerciantes en procedimientos de resolución alternativa sea obligatoria o que el resultado de dichos procedimientos sea vinculante para los comerciantes cuando un consumidor haya presentado una reclamación contra ellos. […] Por lo tanto, la presente Directiva debe entenderse sin perjuicio de cualquier norma nacional que haga obligatoria la participación de los comerciantes en dichos procedimientos, la incentive o sancione, o que les obligue a aceptar su resultado, siempre que dichas normas no impidan a las partes ejercer su derecho a acceder al sistema judicial.”
Por tanto, aunque la directiva señale que no debe exigirse el carácter obligatorio o el resultado vinculante, abre puertas a que el Estado Miembro incentivo o desincentive el carácter obligatorio y/o la vinculación. Sin perjuicio de las alegaciones que concretas que haremos en el apartado correspondiente de este informe, en este sentido consideramos imprescindible que la normativa establezca como mala práctica bancaria sancionable, aquellas actuaciones  de entidades contra aquellas entidades que incumplan las resoluciones favorables dictadas por los organismos respectivos responsables en cada caso de dictar un resolución (Banco de España, Comisión Nacional del Mercado de Valores y Dirección General de Seguro). De nada sirve determinar que una entidad está incumpliendo con las buenas prácticas bancarias, si esto no se corresponde con sanciones, que atenúen estas conductas por parte de las entidades. 
En segundo lugar, otro de los aspectos crítico son los dilatados plazos de tiempo, que han convertido a los órganos administrativos de servicios financieros en mecanismos lentos e ineficaces. Durante los últimos años se ha visto como los tres organismos supervisores incumplían, casi por sistema, con el plazo fijado (4 meses). Así, por ejemplo, en el año 2010 la Comisión Nacional del Mercado de Valores sólo resolvió en un plazo inferior a 4 meses el 15,3% del total de las reclamaciones de ese año. 

A este respecto la Directiva señala en su Considerando nº40 que “una entidad de resolución alternativa que funcione correctamente debe resolver con celeridad los procedimientos de resolución de litigios, ya sea o no en línea, y dar a conocer el resultado del procedimiento de resolución alternativa en un plazo de noventa días naturales contado desde la fecha en que haya recibido el expediente de reclamación completo, incluida toda la documentación pertinente relativa  a la reclamación. La entidad de resolución alternativa que haya recibido una reclamación debe informar a las partes una vez que haya recibido todos los documentos necesarios para poder tramitar el procedimiento de resolución alternativa correspondiente. En determinados casos excepcionales de índole particularmente compleja, entre ellos si una de las partes no puede, por razones justificadas, participar en el procedimiento de resolución alternativa, las entidades de resolución alternativa deben poder prorrogar el plazo con el fin de llevar a cabo un examen del caso de que se trate. Debe informarse a las partes de toda prorroga de este tipo, así como, aproximadamente, del plazo que se requerirá para la resolución del litigio. “
El hecho de que el Anteproyecto prevea en su artículo 16.2 la posibilidad de que el plazo pueda ser prorrogado al doble del inicialmente previsto (en total, 180 días) “cuando concurra especial complejidad” sin dar ninguna otra concreción puede suponer que en la práctica se amplíe por sistema y la excepción se convierta en regla. 

Como tendremos ocasión de poner de manifiesto de manera específica en las alegaciones concretas, consideramos que el plazo debería de poder ampliarse únicamente a la mitad del límite máximo previsto (lo que serían 45 días como tendremos ocasión posteriormente de concretar) y deberías de definirse taxativamente los motivos por los que puede ampliar. En definitiva, que en ningún caso el proceso dure más de 135 días y que se concreten cuáles son las características que pueden hacer que concurra esa “especial complejidad” para evitar que por esa vía pueda ampliarse el plazo en todos los supuestos.
Otra de las cuestiones que se deducen de un estudio de la eficacia de nuestros actuales organismos de resolución de conflictos en el sector financiero es la dificultad que tienen los reclamantes para presentar una reclamación por el motivo de la no admisión a trámite de muchas de ellas. Entendemos que el Anteproyecto va a provocar que este problema no sólo no disminuya sino que quizás aumente ya que las causas de admisión a trámite de las reclamaciones estipuladas en el artículo 15 son en algunos casos demasiado ambiguas como es el caso de las letras b) y c). 
En último lugar en este punto recalcar el Considerando 56 de la Directiva ya que consideramos necesario que en la norma que se regule el sector financiero se establezcan las sanciones aplicables a las infracciones de las disposiciones que se establezcan y que dichas normas se cumplan.
A modo de conclusión, quisiéramos añadir que el actual sistema administrativo de reclamaciones actual no es el sistema de resolución extrajudicial de conflictos idóneo que esperan y necesitan los consumidores de servicios financieros por el hecho de que la concepción de estos órganos se separa del concepto de órgano colectivo y participativo que la propia Comisión Europea y la Directiva consideran como más eficaces y adecuados como ya hemos visto. Como ADICAE ha señalado en diferentes documentos, foros y reuniones
, nos inclinamos por un órgano de tipo colectivo, ya fuese del tipo del Ombusdman nórdico u otras alternativas similares, y por supuesto de manera prioritaria por el Sistema Arbitral de Consumo.
La Ley 44/02 de 22 de noviembre de Medidas de Reforma del Sistema Financiero  (“Ley Financiera”) introdujo la regulación de los servicios de reclamación de los consumidores en servicios financieros. Creaba unos Comisionados (regulados por Real Decreto de 303/2004) que nunca se pusieron en marcha y que demuestran el nulo interés del Ministerio de Economía y Hacienda por la  protección de los consumidores y usuarios de servicios financieros y la tolerancia con la degeneración de estos mecanismos, tal y como ha denunciado ADICAE
.
Hay que señalar que inicialmente, en uno de los anteproyectos de esta Ley Financiera, se preveía que el Comisionado estaría asesorado por un Consejo Consultivo compuesto por 9 vocales, nombrados por el Ministerio de Economía mediante Orden Ministerial, entre los cuales se designaría un representante de las asociaciones de consumidores y usuarios de servicios financieros. Sin embargo, en el texto finalmente aprobado se eliminó cualquier referencia a este Consejo y a la participación de los consumidores y sus representantes. 

ADICAE ya manifestó en la discusión sobre la Ley Financiera su postura favorable a este Consejo Consultivo, aunque con matizaciones relativas a la escasa presencia de los consumidores que se establecía en el anteproyecto (un único vocal de los consumidores entre otros 8 del sector público y empresarial), y su petición y reivindicación de incorporar la participación de los consumidores como un elemento clave en los sistemas de resolución de conflictos. 

En cualquier caso, creemos que este podría ser el momento para, a través del oportuno desarrollo legal (Previsto en la Disposición Adicional Cuarta), incorporar en esta ocasión, mediante la creación del aquel fallido Consejo Consultivo o mediante otras fórmulas que puedan estudiarse, una efectiva participación de los consumidores, que dotaría al sistema de resolución extrajudicial de conflictos en el ámbito de los servicios financieros de la legitimidad necesaria y la suficiente confianza de los usuarios. 
3.- La confusión en los mecanismos de reclamación de los servicios regulados de interés general 
Los Servicios de Interés Económico General (SIEG) son actividades de servicio comercial que cumplen misiones de interés general y están por ello sometidas a obligaciones específicas de servicio público.

La aplicación de la nueva Directiva de Resolución de Conflictos en Materia de Consumo (2013/11/UE) a la legislación española deberá suponer una mejora general del Sistema de Resolución Extrajudicial de Conflictos en consumo a partir de julio de 2015. En los SIEG, en la actualidad los consumidores españoles pueden acudir directamente a las Juntas Arbitrales de Consumo. Sin embargo, sea por uso común, o porque las empresas adheridas al sistema arbitral lo ponen como condición, el recorrido para reclamar suele empezar en el Servicio de Atención al Cliente de las compañías, donde los consumidores encuentran una primera respuesta que, a menos que se trata de un caso muy flagrante, suele estar escorada a los intereses de la empresa, lo que pone en cuestión la independencia que ahora exige la Directiva. Servicio de Atención al Cliente, un departamento de las empresas Las empresas ponen a disposición del consumidor un Servicio de Atención al Cliente (SAC), que es el primer lugar al que deben dirigir sus reclamaciones en caso de disconformidad con la prestación del servicio, la facturación o cualquier otro tipo de servicio asociado.

Según la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, estos servicios deben estar completamente separados del resto de actividades de la empresa (no se pueden usar, por ejemplo, con fines comerciales). Esta cuestión la plantea también la Directiva pero no resuelve el problema fundamental: la falta de independencia. 

El procedimiento concreto a seguir en las reclamaciones de energía y telecomunicaciones, para presentar una reclamación ante la oficina exige previamente haber reclamado al Servicio de Atención al Cliente. 

Posteriormente podrá acudir a la Oficina de Atención al Usuario de Telecomunicaciones que dictará resolución sobre la cuestión planteada. Cuando sea favorable al usuario, podrá incluir la restitución de derechos vulnerados o la obligación de devolución de cantidades indebidamente cobradas. La oficina tiene un plazo para resolver de seis meses, contados desde la fecha en que se presenta la reclamación ante ella. Las reclamaciones pueden interponerse por escrito o a través de la web de la oficina. En el caso de la energía, el consumidor puede recurrir, en caso de no obtener respuesta del SAC o que esta no sea satisfactoria, al órgano competente en materia de energía en su Comunidad Autónoma (generalmente, la Dirección General de Industria, Energía y Minas). Además de las reclamaciones planteadas por los servicios prestados por las compañías suministradoras de electricidad y gas, también se ocupa de quejas relacionadas con las instaladoras o mantenedoras de ascensores y otros asuntos relacionados con sus competencias. 

Por si fuera poco, a este lío se añade la Comisión Nacional del Mercado y de la Competencia La CNMC (Comisión Nacional de Mercados y Competencia) también tiene un servicio de atención a los consumidores de energía. A través del mismo se contestan todas las consultas formuladas por dichos consumidores. Pero este organismo ha dejado de ser competente para atender directamente las reclamaciones de los consumidores por lo que en caso de que remitamos al mismo una reclamación se encargará de derivarla al órgano autonómico correspondiente; informando al consumidor de dicho traslado.

Si bien la Directiva 2013/11/UE no se aplica a los procedimientos ante sistemas de tramitación de reclamaciones de los consumidores gestionados por el comerciante (2. 2b) no es menos cierto que, el Considerando 17 sí que plantea que “Se debe permitir que los Estados miembros mantengan o introduzcan disposiciones nacionales relativas a procedimientos no regulados por la presente Directiva, como procedimientos internos de tramitación de reclamaciones gestionados por el comerciante.” Es fundamental que la ley futura que transponga la Directiva 2013/11/UE se ocupe también de los mecanismos de resolución privados para evitar el confusionismo existente que debe desaparecer para preservar adecuadamente los derechos de los consumidores a la hora de defender sus derechos ante procedimientos adecuados.

4.- Conclusión: los actuales sistemas de reclamaciones no cumplen con los principios de recoge la directiva 2013/11/UE; hay que hacer una reforma que incluya los servicios privados de reclamaciones de las entidades
Los actuales mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos que hemos visto en el capítulo precedente, tanto en el sector financiero como en el de Servicios de Interés General, no cumplen en muchos casos con los principios de la Directiva. Su utilidad queda en entredicho ya que no les obligan a cumplir con el cliente aunque le asista razón. Así, estos informes no pasan de ser valoraciones sin carácter sancionador, meros informes técnicos. 

Lo cual, además de dejar con escasa efectividad la defensa real de los consumidores, causa frustración; resulta necesario un largo proceso de cumplimentación y presentación de documentos, y cuatro meses de espera desde que se presentó la reclamación.

En particular, el principio de Independencia que se desarrolla en los artículos 6.3, 6.4 y 6.5 de la Directiva 2013/11/CE establece que las personas físicas encargadas de la resolución de litigios sean nombradas por un órgano colegiado compuesto por igual número de representantes de las organizaciones de consumidores y de representantes  el comerciante, o formen parte de dicho órgano. 

Es evidente que los organismos administrativos de resolución de conflictos tanto en el sector financiero, como en el sector de servicios de interés general no cumplen con este principio. Ni mucho menos, por supuesto, los Servicios de Atención al Cliente o Defensor al cliente internos de las propias entidades que dependen estructural y económicamente de la propia entidad a la cual los consumidores reclaman. La participación de las organizaciones de consumidores, un elemento esencial para mejorar la independencia En este sentido, merece la pena recordar que el Comité Económico y Social en su Dictamen de 2012 sobre la entonces propuesta de Directiva sobre mecanismos de resolución alternativa, ponía de manifiesto que valoraría favorablemente que a la hora de determinar y comprobar que se cumplen los requisitos en materia de conocimientos especializados e imparcialidad, se garantizase una “participación activa de las organizaciones representativas de profesionales y consumidores”, concretamente en los procesos de selección y designación de las personas físicas a cargo de la resolución de litigios; esta tarea no se debería dejar en manos de burócratas y funcionarios de los organismos oficiales de los Estados miembros 

Abundando en esta cuestión, es necesario mencionar traer a colación los ámbitos de

aplicación subjetivos y objetivos de la Directiva 2013/11/UE (considerandos 22 y 23; y 32 a 35 y artículo 2; artículo 6.3 d y 6.4). 

De acuerdo con estas normas, el artículo 2.2 dice: “La presente Directiva no se aplicará:

a) a los procedimientos ante entidades de resolución de litigios en que las personas físicas encargadas de resolver el litigio estén empleadas o sean retribuidas exclusivamente por el comerciante en cuestión, a menos que los Estados miembros decidan autorizar dichos procedimientos como procedimientos de resolución alternativa en el marco de la presente Directiva”

Por su parte el artículo 6.3 letra d) dice: “En caso de que los Estados miembros decidan admitir los procedimientos a que se refiere el artículo 2, apartado 2, letra a), como procedimientos de resolución alternativa con arreglo a la presente Directiva, velarán por que (…) dichos procedimientos cumplan los siguientes requisitos específicos: 

d) que la entidad de resolución de litigios no tenga ningún vínculo jerárquico ni funcional con el comerciante y esté claramente separada de las entidades operativas del  Comerciante, y disponga, para el cumplimiento de sus funciones, de un presupuesto suficiente que sea independiente del presupuesto general del comerciante.”

Asimismo, el artículo 6.4 dice: “4. Cuando las personas físicas encargadas de la resolución alternativa de litigios estén empleadas o sean retribuidas exclusivamente por una organización profesional o una asociación empresarial de la que sea miembro el comerciante, los Estados miembros velarán por que, además de los requisitos generales previstos en los apartados 1 y 5, estas personas dispongan de un presupuesto independiente y específico, que sea suficiente para el cumplimiento de sus funciones.” 

De todas estas normas se deduce claramente que tanto los Servicios de Atención al Cliente como los Defensores al Cliente, en tanto personas “empleadas o retribuidas exclusivamente por el comerciante en cuestión”  ante el cual los consumidores presentan su reclamación quedarían excluidos del ámbito de aplicación de esta Directiva, ya que se financian exclusivamente con cargo a las respectivas empresas o entidades.

No obstante, la Directiva prevé que los Estados miembros puedan “autorizar dichos procedimientos como procedimientos de resolución alternativa en el marco de la presente Directiva”. Para ello establece una serie de requisitos: que no tenga ningún vínculo jerárquico ni funcional con el comerciante, esté claramente separada de las entidades operativas del comerciante, y disponga, para el cumplimiento de sus funciones, de un presupuesto suficiente que sea independiente del presupuesto general del comerciante. 

Por tanto, la normativa que transponga a nuestro ordenamiento jurídico la Directiva 2013/11/UE debe aprovecharse también para reformar los sistemas privados particulares de los Servicios de Atención al Cliente a efectos de dotarles de los mínimos requisitos de garantía y seguridad para los consumidores, tal y como establece la Directiva, y para evitar que sirvan de escape a las grandes empresas que prefieran establecer sus propios mecanismos de resolución
. 

En todo caso, y como conclusión general a este apartado, para una reforma adecuada y profunda de los sistemas alternativos de resolución de conflictos con consumidores, eses esencial conocer la experiencia de otros países y sus propios mecanismos de resolución alternativa
.

ALEGACIONES AL ANTEPROYECTO DE LEY
PRIMERA.-
Consideraciones relativas a la exposición de motivos

Propuesta de adición al párrafo séptimo del ordinal III de la Exposición de motivos.
Esta Ley no regula procedimientos de resolución alternativa de conflictos, ni afecta a los ya existentes, que sólo deberán proceder a su adaptación a los requisitos exigidos, si son gestionados por entidades que deseen ser notificadas a la Comisión Europea. No obstante traza criterios y establece pautas para el necesario desarrollo posterior de las normativas específicas, especialmente en el ámbito del arbitraje de consumo y de un procedimiento específico en el sector financiero.
JUSTIFICACIÓN: 
El proyecto de ley debe servir no solo para transponer mecánicamente la Directiva 2013/11/UE, sino para incluir pautas y contenidos básicos esenciales para futuros desarrollo normativos más concretos.

Propuesta de modificación al párrafo noveno en el ordinal III

En sectores donde exista un alto nivel de conflictividad y una adhesión limitada a entidades de resolución de conflictos,  podrá admitirse la acreditación y notificación de entidades en las que las personas decisoras de dichos conflictos estén empleadas o sean retribuidas por el empresario reclamado, siempre que cumplan las exigencias y requisitos previstos adicionalmente en la Directiva, se articularán todas las medidas administrativas y normativas necesarias para corregir esta situación, incluidas las sancionadoras. Para ello anualmente se evaluarán los sectores más problemáticos y las cuestiones más reclamadas en orden a introducir las modificaciones normativas o las políticas que alienten la inclusión de estos sectores de actividad en los sistemas de resolución de conflictos que cumplan con los principios y garantías que recoge esta ley. Sin perjuicio de que tales mecanismos privado internos de reclamación se regulen conforme a los criterios y exigencias que recoge esta ley de conformidad a la Directiva 2013/11/UE
JUSTIFICACIÓN: La redacción de esta parte de la exposición de motivos  es una contradicción en sí misma ya que la retribución de la persona responsable del sistema de reclamaciones por la propia entidad reclamada es absolutamente incompatible con la pretensión de que no exista vinculo jerárquico ni funcional con la misma. En segundo lugar, incumple los principios de la Directiva (Considerandos 23, 32 y 33) que exige cumplir “los requisitos específicos de independencia e imparcialidad” sin que pueda “estar sometidas a presiones”. Nada impide, según el Considerando 17 que el Estado regule procedimientos establecidos en la propia normativa nacional como procedimientos internos, pero al margen de lo establecido por esta Directiva. Creemos que es necesario  articular mecanismos específicos de control para esos sectores con alta conflictividad, mediante cambios normativos, campañas de sanción, etc., Y sin perjuicio de regular las vías de reclamación privadas internas de cada empresa para que no se conviertan en un laberinto para los derechos del consumidor y le hagan perder tiempo.
SEGUNDA.-

Propuesta de adición de un artículo 6 bis. 
Artículo 6. bis Procedimientos de reclamación colectiva
1. Sin perjuicio de la legitimación individual de los perjudicados, las asociaciones de consumidores y usuarios legalmente constituidas estarán legitimadas para representar y defender en procedimientos de resolución extrajudicial los derechos e intereses de sus asociados y los de la asociación, así como los intereses generales de los consumidores y usuarios.

2. Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean un grupo de consumidores o usuarios cuyos componentes estén perfectamente determinados o sean fácilmente determinables, y haya una identidad en el contenido de la reclamación, la legitimación para pretender la tutela en procedimientos extrajudiciales de esos intereses colectivos corresponde a las asociaciones de consumidores y usuarios.

3. Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean una pluralidad de consumidores o usuarios indeterminada o de difícil determinación, la legitimación para presentar ante una entidad de resolución extrajudicial de conflictos la defensa y representación de estos intereses difusos corresponderá exclusivamente a las asociaciones de consumidores y usuarios que, conforme a la Ley, sean representativas.

4. En el caso de que el órgano extrajudicial dicte resolución favorable a los consumidores que tenga carácter vinculante, el órgano responsable establecerá los datos, características y requisitos establecidos en dicha resolución que sean necesarios para reconoce a otros consumidores solicitantes como beneficiarios de la misma a los que se les extenderá la misma cuando lo soliciten a dicho órgano.

En caso contrario, de resultar desfavorable, las reclamaciones individuales que se presentaran con posterioridad al mismo órgano de resolución extrajudicial y que tengan identidad de objeto, se resolverán conforme a los contenidos de la misma.

5. Las normas específicas que regulen de forma concreta cada uno de los sistemas de resolución extrajudicial de conflictos que cumplan lo establecido en esta ley, desarrollarán específicamente los criterios que permitan establecer los mecanismo de reclamación extrajudicial colectiva.
JUSTIFICACIÓN:
Uno de los aspectos que no aborda el proyecto de ley con la necesaria profundidad es el de las reclamaciones colectivas. La propia Directiva 2013/11/UE, establece en su Considerando 27 que “La presente Directiva no debe constituir un obstáculo para que los Estados miembros mantengan o introduzcan procedimientos de resolución alternativa por los que se tramiten conjuntamente litigios idénticos o similares entre un comerciante y varios consumidores.”
Las posibilidades contempladas en la normativa actual, sea en arbitraje o en los mecanismos de reclamaciones en el ámbito financiero por ejemplo, hacen referencia exclusiva a la mera agrupación de expedientes. No existe en estos ámbitos la posibilidad legal de ejercer acciones extrajudiciales indemnizatorias colectivas o difusas.

Entendemos que esto supondría un avance notable ya que al margen de puntuales reclamaciones, en numerosas ocasiones los fraudes no son un hecho aislado sino que responden a una actuación fraudulenta de una entidad contra una pluralidad de consumidores. Asimismo, supone una traslación a este ámbito de los criterios regulados en el artículo 11 la ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, “legitimación para la defensa de derechos e intereses de consumidores y usuarios”, que permite a las asociaciones de consumidores y usuarios legalmente constituidas estará legitimadas para defender en juicio los derechos e intereses de sus asociados y los de la asociación, así como los intereses generales de los consumidores y usuarios. 
TERCERA.-

Propuesta de adición de un punto 4 al artículo 7

Artículo 7. Principio de libertad en procedimientos vinculantes. 
4.- Cada Estado miembro establecerá todas las vías posibles de acuerdo a su ordenamiento jurídico, incluidas entre otras estímulos a través del procedimiento sancionador o en las bases para la realización de contratos de carácter públicos, para que las entidades, empresas, comerciantes o profesionales se adhieran a sistemas de resolución alternativa que tengan el carácter de vinculante. 
JUSTIFICACIÓN
El Considerando 49 de la presente Directiva dice no debe exigir que la participación de los comerciantes en procedimientos de resolución alternativa sea obligatoria o que el resultado de dichos procedimientos sea vinculante para los comerciantes cuando un consumidor haya presentado una reclamación contra ellos. Sin embargo, con el fin de garantizar que los consumidores tienen una vía de recurso y que no se ven obligados a renunciar a sus reclamaciones, se debe alentar a los comerciantes, en la medida de lo posible, a que participen en procedimientos de resolución alternativa. Por lo tanto, la presente Directiva debe entenderse sin perjuicio de cualquier norma nacional que haga obligatoria la participación de los comerciantes en dichos procedimientos, la incentive o sancione, o que les obligue a aceptar su resultado, siempre que dichas normas no impidan a las partes ejercer su derecho a acceder al sistema judicial, tal como establece el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

El texto propuesto tampoco incluye ningún mecanismo para alentar a los empresarios a participara en los procedimientos de resolución alternativa y esta es una cuestión fundamental para que el mecanismo funcione. Por eso hemos considerado oportuno incluirse un mecanismo motivador.

Para lo cual podría ser por ejemplo perfectamente válido que dentro de la legislación de contratación pública se primase a aquellas empresas que se adhieren a un sistema de resolución alternativa y que además primase con puntuación extra a aquellas que acepten el resultado. Aplicando de esta forma este criterio social a la contratación pública estatal, autonómica y municipal.
CUARTA.- 

Propuesta de adición Artículo 11. Costes del procedimiento
El procedimiento deberá ser, para los consumidores, gratuito o con un coste simbólico que no podrá superar la cuantía de 30€. Para reclamaciones superiores a 2.000 se podrá aplicar un precio simbólico que no podrá ser superior a 30 euros. Esta cuantía, en su caso, podrá ser devuelta al consumidor si así se estimase en la resolución decisoria del procedimiento. De igual manera, podrá repercutirse al empresario si así fuese considerado por el órgano de resolución que decida.
Con carácter previo a la solicitud ante una entidad de resolución alternativa, aquellas empresas que no respondan en el plazo máximo de 30 días naturales a las reclamaciones a través de sus propios mecanismos privados y/o negociaciones directas entre consumidor y empresa a que hace referencia el artículo 15.1 a),  responderán del coste que en su caso tuviera la entidad de resolución alternativa. 
JUSTIFICACIÓN: 
En el considerando 25 de la Directiva 2013/11 se dice “ Así, a la hora de fijar un umbral monetario, los Estados miembros deben tener siempre en cuenta que el valor real de un litigio puede variar entre uno y otro Estado miembro y que, por consiguiente, fijar un umbral desproporcionadamente alto en un Estado miembro podría obstaculizar el  acceso de los consumidores de otros Estados miembros a los procedimientos de resolución alternativa”.  Además, redundando en este aspecto el considerando 41 de la Directiva 2013/11 expone lo siguiente “Los procedimientos de resolución alternativa deben, preferiblemente, ser gratuitos para el consumidor. En caso  de que se cobren costas, tales procedimientos deben ser accesibles, atractivos y asequibles para los consumidores. Con tal propósito, las costas no deben exceder una cuota  mínima.
Entendemos que habría que eliminar el coste cuando la cuantía reclamada fuera menor de 30 euros.  Imponer un coste a reclamaciones de cantidad pequeñas supondría tolerar un margen de lucro indecente para las empresas a través de “microfraudes” no susceptibles de encontrar resarcimiento por ninguna vía. 

Asimismo, hay que considerar que si se repercute cualquier coste simbólico al consumidor, este coste debería poderse repercutir a la empresa si el fallo determinara que ha sido su actuación la que ha dado origen al conflicto con el consumidor y ha sido contraria a la legalidad y por ello debería ser devuelto al consumidor.

Por último, el Considerando (46) de la Directiva 2013/11/UE dice que para funcionar con eficacia, las entidades de resolución alternativa deben contar con suficientes recursos humanos, materiales y financieros. Los Estados miembros deben decidir sobre la forma adecuada de financiación de dichas entidades en su territorio, sin restringir la financiación de las entidades que ya estén en funcionamiento. La presente Directiva debe aplicarse sin perjuicio de que tales entidades se financien de forma pública o privada, o a través de una combinación de financiación pública y privada. No obstante, debe alentarse a dichas entidades a que, en particular, tomen en consideración el recurso a formas de financiación privada, quedando la utilización de los fondos públicos a discreción de los Estados miembros. La presente Directiva no debe afectar a la posibilidad de que las organizaciones profesionales o las asociaciones empresariales financien tales entidades.

La redacción dada no contempla este considerando ya que no se maneja ningún mecanismo de financiación privada, en especial de la propias empresas o asociaciones empresariales.  

Por lo que debería contemplarse que aquellas empresas que no respondan a las reclamaciones privadas y/o negociaciones directas a que hace referencia el artículo 15.1 a) entre consumidor y empresa previa a la solicitud de intervención de la entidad de resolución alternativa,  respondan del coste de la gestión de la resolución mediante la entidad de resolución alternativa. La contestación se fija en el plazo de 30 días.
QUINTA.-

Propuesta supresión y adición del artículo 15.1 letras b) y e) y artículo  15.2 . 

Artículo 15. Causas de inadmisión a trámite de las reclamaciones. 
1. Las entidades solo podrán negarse a tratar un conflicto por alguno de los siguientes motivos:

b) En el caso de que no se aprecie afectación de los derechos y legítimos intereses de los consumidores o resulte infundada la reclamación (para que resulte infundada deberá conocerse previamente)
e) En el supuesto de que el valor de la pretensión fuera inferior a 50€ o superior a 3.000 60.000€. 
2. Las causas de inadmisión a trámite que establezca cada entidad, incluida la cuantía mínima de las reclamaciones, no menoscabarán de forma significativa el acceso de los consumidores a sus procedimientos de resolución alternativa de conflictos, incluso en el caso de conflictos transfronterizos. 
JUSTIFICACIÓN:
Respecto de la letra b) del artículo 15.1, resulta ilógico que una de las causa de inadmisión sea no apreciar afectación de los derechos y legítimos intereses de los consumidores o resulte infundada la reclamación. Es precisamente la consecuencia de analizar y conocer el fondo del problema y dictar resolución lo que puede o no dar como resultado que no se aprecie fundamento alguno de la reclamación, pero en ningún caso puede servir para inadmitirla a las primeras de cambio. Además, la Directiva no establece expresamente este criterio en su artículo 5.4. Por tanto abogamos por su supresión 
Respecto de la letra e) del artículo 15.1, el margen es muy estrecho. Por debajo del umbral señalado quedarían fuera muchísimas reclamaciones de comisiones, teleoperadoras, eléctricas, etc. Y por arriba casi todos los conflictos de servicios financieros. Como quiera que el artículo 5.3 d) de la directiva no establece umbral alguno, proponemos que no haya umbral mínimo y que el máximo se fije en 60.000 euros.
Por último, el artículo 15.2 deja en manos de la entidad de resolución alternativa el establecimiento de cualquier otro tipo de criterio para inadmitir una reclamación al margen d ellos ya establecidos por ley. Entendemos que esta no es una posibilidad que se permita a tenor del artículo 5.4 de la Directiva ya que tasa los motivos concretos por los que pueden establecerse criterios de inadmisión. 
Asimismo, el considerando 25 de la Directiva establece que “a fin de garantizar que las entidades de resolución alternativa puedan funcionar de manera eficaz, dichas entidades deben tener la posibilidad de mantener o introducir, de acuerdo con las leyes del Estado miembro en que estén establecidas, normas de procedimiento que les permitan negarse a tramitar litigios en determinadas circunstancias.” Por tanto, no cabe decir como plantea el artículo 15.2 del Anteproyecto que las causas de inadmisión a trámite serán las “que establezca cada entidad” sino que las entidades las establecerán de conformidad a lo regulado en la normativa específica, por tanto, a efectos prácticos, es la normativa la que establece las causas de inadmisión. Sin embargo, este artículo 15.2 da carta blanca a que las propias entidades establezcan las que consideren oportunas con un criterio muy amplio y ambiguo, que sólo aparece en la Directiva como considerando.
SEXTA.-

Propuesta de adición al artículo 16. 2 

Artículo 16. Plazo y contenido de la resolución del procedimiento. 
1. El resultado del procedimiento se dará a conocer a las partes en un plazo máximo de noventa días naturales desde la fecha en que la entidad haya recibido el expediente completo de reclamación. 

2. El plazo señalado en el apartado anterior podrá ser prorrogado cuando concurra especial complejidad en el conflicto de que se trate. Se considera especial complejidad cuando haya que efectuar peritajes, pruebas o petición de documentación a terceros que nos sean las partes. La prórroga, que no podrá ser superior al plazo previsto para la resolución del conflicto,  que no podrá ser superior a la mitad del periodo inicial máximo previsto en este artículo,  se comunicará a las partes de forma motivada. 
JUSTIFICACIÓN:
El punto 2 parece que abre una puerta a que todos los procedimientos se alarguen hasta el máximo de seis meses agarrándose las entidades a “la especial complejidad”. Un subterfugio socorrido pero solo aceptable en los casos en que esa complejidad derive de la práctica de la prueba o de otras cuestiones tasadas, objetivas y razonables, pero siempre con un límite. Más allá de esos términos estaríamos hablando de situaciones inaceptables que equipararían estos sistemas alternativos a la farragosa administración de Justicia, lo que, precisamente, se pretende evitar. En su artículo 8 e) la Directiva no establece que el plazo deba ser de otros 90 días.

Por ello definimos taxativamente los criterios estrictos para poder alargarse los procedimientos y con un límite máximo de 45 días.

SÉPTIMA.-
Propuesta de supresión y modificación del artículo 17. 4
Excepcionalmente, En sectores en que exista un alto nivel de conflictividad y escasa adhesión empresarial a entidades de resolución alternativa, podrán ser acreditadas y notificadas a la Comisión Europea entidades en las que las personas decisoras del conflicto estén empleadas o sean retribuidas exclusivamente por el empresario reclamado, siempre que no exista vínculo jerárquico ni funcional con el empresario y su actividad esté claramente separada de las entidades operativas del empresario. Estas entidades, que sólo podrán adoptar una decisión vinculante para el empresario, dispondrán para el cumplimiento de sus funciones de un presupuesto suficiente que sea independiente del presupuesto general del empresario, además de garantizar que las personas decisoras cumplen los principios de independencia e imparcialidad a los que se refiere el artículo 26se articularán todas las medidas administrativas y normativas necesarias para corregir esta situación, incluidas las sancionadoras. Para ello anualmente se evaluarán los sectores más problemáticos y las cuestiones más reclamadas en orden a introducir las modificaciones normativas o las políticas que alienten la inclusión de estos sectores de actividad en los sistemas de resolución de conflictos que cumplan con los principios y garantías que recoge esta ley. Sin perjuicio de que tales mecanismos privado internos se regulen conforme a los criterios y exigencias que recoge esta ley de conformidad a la Directiva 2013/11/UE
JUSTIFICACIÓN:
A tenor de los principios recogidos en la Directiva y trasladados al ante proyecto actual, el sistema privado establecido en determinados ámbitos de contratación (en particular en el ámbito de servicios financieros, Servicios de Atención al Cliente y Defensor del Cliente, en su caso) no cumple ninguno de los requisitos establecidos como para poder ser calificadas como “Entidades de resolución alternativa de conflictos” (Artículo 23) y por tanto no podrían ser acreditadas como tales a tenor de lo que expresa el artículo 17.2 del proyecto y de la Directiva. 

La redacción de este artículo es una contradicción en sí misma ya que la retribución de la persona responsable del sistema de reclamaciones por la propia entidad reclamada es absolutamente incompatible con la pretensión de que no exista vinculo jerárquico ni funcional con la misma. En segundo lugar, incumple los principios de la Directiva (Considerandos 23, 32 y 33) que exige cumplir “los requisitos específicos de independencia e imparcialidad” sin que pueda “estar sometidas a presiones”. Nada impide, según el Considerando 17 que el Estado regule procedimientos establecidos en la propia normativa nacional como procedimientos internos, pero al margen de lo establecido por esta Directiva. 

Por tanto, no solo se pretende dejar en la situación en que se encuentran estos mecanismos de resolución en el ámbito financiero en su estado actual, sino que incluso pretende darles carta de naturaleza para que sigan funcionando sin voluntad de cambio de ningún tipo. Por ello proponemos su eliminación sin perjuicio de las Alegaciones que incluiremos en la Disposición Adicional Cuarta.

Respecto a las modificaciones introducidas en el párrafo final, el Considerando 30 establece que “las entidades de resolución alternativa hagan públicos los posibles problemas sistemáticos o significativos que se produzcan con frecuencia y den lugar a litigios entre consumidores y comerciantes. La información que se comunique a este respecto podrá ir acompañada de recomendaciones acerca del modo de evitar o resolver tales problemas en el futuro, con objeto de mejorar las pautas de actuación de los comerciantes.” Nuestra propuesta tiene por objetivo concretizar la forma en que debe establecerse esa mejora de las pautas de actuación en orden a adoptar específicas medidas de actuación, tales como reformas normativas precisas y sanciones. 

OCTAVA.-
Propuesta de adición del artículo 21
1. Las entidades de resolución alternativa de conflictos en materia de consumo serán responsables de la formación de las personas encargadas de la resolución de estos conflictos, comunicando a la autoridad competente los programas de formación inicial y continua.2. Las entidades promoverán la elaboración o adhesión a códigos de conducta aplicables a las personas que intervengan en la decisión del conflicto.3. Para la elaboración de los programas que se establecen en el punto 1 de este artículo se contará con la participación de las asociaciones de consumidores tanto en su planificación como en su impartición. 
JUSTIFICACIÓN:
El Considerando 51 de la Directiva establece que “los Estados miembros deben implicar a los representantes (…) de las asociaciones de consumidores al desarrollar la resolución alternativa de litigios.” Una buena vía para hacerlo es implicar de manera efectiva y concreta a las organizaciones de consumidores en los programas de formación de las personas encargadas de la resolución de estos conflictos.
NOVENA.-

Propuesta de supresión y adición al artículo 23
1. En el ejercicio de sus funciones, las personas encargadas de la resolución del conflicto actuarán en todo momento con la debida independencia e imparcialidad. Para ello la entidad en la que intervengan las personas decisoras, garantizará que: 

a) Sean nombradas para un mandato no inferior a dos años, no pudiendo ser removidas de sus funciones sin causa justificada. 

b) No reciban instrucciones de ninguna de las partes, ni de sus representantes, ni mantengan con ellas relación personal, profesional o comercial. Cualquiera de las partes podrá, en todo momento, pedir aclaración de la relación que mantienen con la otra parte. 

c) La retribución por el desempeño de sus funciones no guarde relación con el resultado del procedimiento. 

2. “Si se tratara de un órgano colegiado deberá estar compuesto por una representación paritaria de los intereses de consumidores las organizaciones de consumidores que estén  inscritas en el Libro Registro de Asociaciones de Consumidores correspondiente y empresarios así como una persona independiente.”
JUSTIFICACIÓN
Proponemos eliminar la ambigua mención a “los intereses de los consumidores” por el más concreto y específico de organizaciones de consumidores. Para ello, sólo se considerarán habilitadas aquellas que se hallen inscritas en el Libro Registro que las habilite como tales, según el ámbito territorial en el que operen.
DÉCIMA.-

Propuesta de adición al Art. 35 apartado 2 
“35.2 Si el empresario no dispusiera de sitio web o no existiera documentación relativa a las condiciones generales, el suministro de esta información se efectuará de cualquier modo que permita al consumidor su conocimiento, en particular a través de folletos informativos propios, carteles con la información en lugar accesible al consumidor o cualquier otra comunicación comercial.”
JUSTIFICACIÓN:
La norma no concretiza la manera en la que el consumidor puede acceder el consumidor  a la información sobre la entidad a la que esté adherida en su caso la empresa o profesional que presta sus servicios al consumidor. Para ello, proponemos especificar las vías y mecanismos que permitan al consumidor tener un conocimiento concreto sobre la existencia de tales vías. Hay que recordar que el Considerando 39 de la Directiva dice expresamente que “A fin de garantizar la transparencia de las entidades y los procedimientos de resolución alternativa, es preciso que las partes reciban, de manera clara y accesible, la información que necesiten para tomar una decisión con conocimiento de causa antes de iniciar un procedimiento de resolución alternativa.”

UNDÉCIMA.-
Propuesta de adición de un párrafo al artículo 37.2 artículo 37.2
37.2 Información general sobre las entidades de resolución de conflictos incluidas en el listado de la Comisión Europea. 

2. Las Administraciones Públicas competentes, en el marco de la cooperación y colaboración con las asociaciones de consumidores y las organizaciones empresariales, promoverán el fomento de la información sobre el acceso a entidades de resolución alternativa de conflictos, así como la difusión del listado de las entidades publicado por la Comisión Europea.

Para ello, y sin perjuicio de las competencia autonómicas, se creará un  punto de información centralizado, que informe a los consumidores de las vías de resolución extrajudicial de conflictos que puede seguir en cada caso. Este servicio de información general será único y facilitará información gratuita a todos los consumidores. Debe ser accesible al menos por vía telefónica, correo electrónico y correo postal.

JUSTIFICACIÓN:
Este apartado no contemplaba de forma suficiente el deber de las administraciones públicas de informar a los consumidores para facilitar el acceso a las entidades de resolución alternativa de conflictos. Ya que el artículo tenía una redacción demasiado subjetiva y no significa ninguna novedad con respecto a la situación actual.

Por lo que proponemos que ante un sistema de resolución extrajudicial de conflictos complejo y que varía según la naturaleza del problema, el sector, la cantidad reclamada, etc. se cree un  punto de información centralizado que informe a los consumidores de las vías de resolución extrajudicial de conflictos que puede seguir en cada caso. Este servicio de información general será único y facilitará información gratuita a todos los consumidores. Debe ser accesible al menos por vía telefónica, correo electrónico y correo postal. Debe contar con financiación suficiente para su funcionamiento y para su difusión. Todo ello sin perjuicio de las competencias autonómicas en materia de consumo, ya que se trataría de un punto de información centralizado que podrá comunicar al consumidor directamente con cada administración autonómica.

Este apartado se convierte en necesario al haberse limitado las competencias municipales en consumo, ya que se ha distanciado de forma considerable el acceso de los consumidores a la información necesaria sobre la defensa de sus derechos como consumidores. Y también por lo complejidad que se deriva del sistema de resolución extrajudicial de conflictos. 
DUODÉCIMA.- 
Propuesta de supresión y adición Disposición adicional cuarta. 
Entidades de resolución de conflictos en el ámbito de la actividad financiera.
1. Para la resolución, con carácter vinculante o no, de conflictos de consumo referidos al sector financiero sólo será acreditada y notificada una única entidad que habrá de ser constituida por ley. Las instituciones referidas en el artículo 17.3 que den cobertura a reclamaciones de consumo de todos los sectores económicos podrán conocer igualmente de este tipo de conflictos, siempre que ambas partes, de forma voluntaria, lo acepten.

A estos efectos, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales, en el plazo de diez seis desde su entrada en vigor, un proyecto de ley que regule el sistema institucional de protección del cliente financiero que establecerá su organización y funciones.
Sin perjuicio de los establecido  en el artículo 15.1 a), el consumidor cliente de una entidad de crédito que quiera presentar una reclamación contra ésta podrá acudir directamente al órgano institucional previsto en el ámbito financiero. En ningún caso, la puesta previamente en contacto con el empresario para intentar resolver el asunto no supone acudir expresamente a las vías de reclamación privadas que tuviera en su caso la entidad. 
A estos efectos, las entidades privadas deberán distinguir claramente entre vías de negociaciones directas a que se refiere el artículo 15.1 a) de esta ley y los mecanismos internos privados de reclamación entre empresas y cliente a efectos. En el primero de los casos el plazo de respuesta será de 15 días naturales desde la presentación por el consumidor de la propuesta de negociación; y en el caso de reclamación, ésta deberá ser atendida en el plazo de 30 días hábiles. Concluido ambos plazos sin respuesta, quedará expedita la vía al organismo financiero de resolución de disputas que se establezca.
2. Hasta que entre en vigor la ley prevista en el apartado anterior, los servicios de reclamaciones regulados en el artículo 30 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, acomodarán su funcionamiento y procedimiento a lo previsto en la presente ley y, en especial, se garantizará su independencia orgánica y funcional en el seno del organismo donde están incardinados con el fin de poder ser acreditados como entidad de resolución alternativa de conflictos financieros.
3. En todo caso la normativa, regularán los mecanismos privados que dispongan las entidades de créditos para resolver quejas a sus clientes, para las que serán exigibles los mismos principios de independencia, imparcialidad, transparencia y efectividad, rapidez y justicia que establece esta normativa, debiendo cumplir aquellas otros artículos de la misma que les afecten. 

JUSTIFICACIÓN:
La creación específica por ley de un organismo específico público en el sector financiero obedece tanto al situación actual, marcada por el fracaso de los mecanismos que hasta ahora han operado, como al hecho de que la propia Directiva establece, en su Considerando 49 que la presente Directiva debe entenderse sin perjuicio de cualquier norma nacional que haga obligatoria la participación de los comerciantes en dichos procedimientos, la incentive o sancione, o que les obligue a aceptar su resultado, siempre que dichas normas no impidan a las partes ejercer su derecho a acceder al sistema judicial. Por tanto creemos necesario y posible un vuelco a la situación actual.
Más en concreto, la necesidad de modificación responde al objeto que deben cumplir a la hora de atender las reclamaciones. En efecto, mientras las reclamaciones ante los organismos administrativos financieros tienen actualmente por objetivo “presuntos incumplimientos por las entidades reclamadas, de la normativa de transparencia y protección de la clientela o de las buenas prácticas y usos financieros” (artículo 2.2 de la Orden 2502/2012) La, Directiva 2013/11/UE establece que atiendan incumplimientos derivados “de obligaciones contractuales derivados de contratos de compraventa  o prestación de servicios” (artículo 2.1 de la Directiva 2013/11/UE) por tanto ya no podrán limitarse a reconocer o no como hasta ahora que ha habido mala práctica bancaria, sino que deberán proceder a restituir al consumidor su legítimos intereses vulnerados, al contrario de lo que sucedía hasta ahora donde se limitaban a declarar incumplimiento de la normativa financiera sin más, pero sin reconocer devolución de cantidades algunas al consumidor en su caso. 
Por otra parte, la existencia de mecanismos privados de resolución de conflictos en el sector financieros, como quiera que no entran dentro del ámbito de aplicación de la Directiva (artículo 2. a y b) entendemos que no pueden constituirse como fase previa  para reclamar ante el organismo institucional financiero que se cree sin que se someta a unas reglas mínimas de criterios y duración. Y ello porque en la situación actual no cumplen los mínimos requisitos y principios que determina la Directiva, ni porque en su estado actual pueden asumir la función de “mecanismos de negociación previa que exige la ley en el artículo 15.1 a). El propósito es que tales vías no puedan servir de excusa para dilatar en el tiempo los procedimientos.

Por tanto proponemos diferenciar bien entre mecanismos de resolución interna privados de cada entidad y vías de negociación directa, ambas vías alternativas que puede ir el consumidor.
ANEXO  CARACTERÍSTICAS ESENCIALES DE LOS ARBITRAJES DE PREFERENTES Y SUBORDINADAS EN RELACIÓN AL ARBITRAJE DE CONSUMO TRADICIONAL
Las características esenciales que genéricamente presenta este arbitraje para estos productos híbridos de las entidades intervenidas, y que difieren del arbitraje de consumo tradicional, son las siguientes:

1.-
Las entidades Bankia, Catalunya Banc y Novagalicia Banco, no están adheridas al Sistema Arbitral de Consumo. No obstante, existe un compromiso con las administraciones competentes en esta materia, responsables de aceptar este arbitraje con una serie de condiciones, entre las que destaca la de ser un arbitraje en derecho y sólo para determinados supuestos tasados y para el caso concreto. Una vez que se resuelve la controversia de los productos híbridos, estas entidades se desligan del arbitraje como método para dirimir los conflictos con sus clientes.

2.-
Por otro lado, es una empresa de consultoría la que, de manera previa a la aceptación de la sumisión al arbitraje por la entidad (aceptación del convenio) determina qué contratos cumplen determinados estándares o criterios susceptibles y cuál es la cantidad máxima por la que se puede plantear arbitraje. En muchos casos esas consultoras han ejercido también labor de auditoría o defensa jurídica de las entidades respectivas. Así en el caso de Bankia, es KPMG; en Catalunya Banc, Ernst & Young y PwC en Novagalicia Banco. Esta es una de las principales críticas que se le puede hacer a este arbitraje por existir, parece, un claro conflicto de intereses. 

3.-
Estos estándares o criterios aplicados fueron en su caso unilateralmente determinados por las respectivas entidades y posteriormente establecidos por la Comisión de Seguimiento a que se refiere el artículo 1 del Real Decreto Ley 6/2013, de 22 de marzo, de protección a los titulares de determinados productos de ahorro e inversión y otras medidas de carácter financiero, órgano colegiado adscrito al Ministerio de Economía y Competitividad a través de la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa. No obstante, este organismo resulta extraño y ajeno a la estructura y procedimiento del Sistema Arbitral de Consumo, tal y como viene configurado en el RD 231/2008, lo que refuerza el carácter de arbitraje sui generis el ofrecido por estas entidades.                                                      

4.-
Si el cliente cumple con los estándares y condiciones económicas que establece la entidad a través de la empresa consultora, se propone un “convenio arbitral” al consumidor, con las condiciones materiales para la reclamación y un diseño propio del procedimiento arbitral, que se aleja del procedimiento habitual. Si bien, como hablamos de un arbitraje ad hoc al cual las partes pueden o no adherirse, la entidad tiene plena libertad en este sentido.

5.-
Formalmente el procedimiento se inicia mediante una “sencilla solicitud de admisión al proceso de arbitraje de consumo” ante la entidad financiera respectiva, que es la que se encarga de tramitar la misma. Esto cumple con la premisa de “accesibilidad” de todo mecanismo de arbitraje, si bien en algunos casos el acceso se ha visto restringido, sobre todo con CX y NGB, al tener los afectados que presentar directamente la solicitud a través de las Juntas Catalana y Gallega de Consumo y en sus respectivos dialectos, en lugar de habilitarse la opción de presentación en la propia entidad y en castellano. En cuanto a la “flexibilidad” del proceso, en efecto no han existido formalidades especiales para solicitar la adhesión al mismo, teniendo en cuenta además que las entidades ya contaban con la mayoría de la documentación que el afectado debía adjuntar para fundamentar sus pretensiones. En todo caso, resaltar alguna complicación a la hora de ampliar las reclamaciones con posterioridad o el escaso margen para manifestar por escrito el supuesto engaño en la comercialización.

6.- 
Es menester  apuntar, no obstante, y esta era una de las principales preocupaciones de ADICAE desde el principio, que una vez admitida a trámite la solicitud y firmado el convenio arbitral correspondiente, los laudos posteriores del árbitro responden favorablemente a los afectados en un 100% de los casos.

7. 
Otra de las diferencias fundamentales con un arbitraje de consumo al uso, es que en éste, no se le ofrece la posibilidad al afectado de manifestar de palabra ante el tribunal arbitral o árbitro correspondiente el modo en que se le han “colocado” estos productos  híbridos, cuestión fundamental si tenemos en cuenta que las malas praxis confirmadas por los tribunales en este sentido apuntan a la discrepancia entre la información escrita y la que de palabra se suministraba por los empleados de las entidades.

IRREGULARIDADES DETECTADAS EN LOS PROCESOS ARBITRALES
La postura de ADICAE al respecto de los arbitrajes desde el principio fue la misma. La Asociación nunca se opuso a que una parte de los afectados resolviera el problema por esta vía, pero aspiraba a una solución generalizada al entender que había existido una mala praxis global. 

En un análisis rápido de los criterios de acceso al arbitraje planteados por la Comisión de Seguimiento llegamos a la conclusión de que un muy elevado porcentaje de los afectados que han recurrido a ADICAE cumpliría con la mayoría (algunos con todos incluso) de los requisitos solicitados, y es impensable que si todos ellos acudieran al arbitraje pudieran ser reembolsados en el 100% de sus ahorros. 

En cualquier caso, durante el propio desarrollo de los arbitrajes, se han detectado diversas prácticas que concuerdan más con un intento de las entidades por desalentar las demandas judiciales, que a la búsqueda de una resolución justa entre las partes. Entre las irregularidades más notables pueden enumerarse las siguientes:
Maquillaje de cifras: Más allá de lo establecido, se ha aplicado como criterio fundamental resolver primera y prioritariamente los casos de menos de 10.000 euros, siendo la media de éstas “inversiones” de 30.000. Evidentemente esto ha significado que se ha preferido resolver 10 de 10.000 que uno de 100.000 aunque hubiera sido éste último igualmente engañado.
Falta de una explicación razonada sobre el por qué de las denegaciones de arbitrajes, ya que se limitaban a responder a los afectados con la expresión “usted no cumple con los criterios establecidos por la Comisión de Seguimiento”.
Duración excesiva de los procedimientos. Solicitudes presentadas en noviembre del 2012 no tuvieron ningún tipo de respuesta hasta el primer trimestre de 2014, cuando un arbitraje se caracteriza por ser un procedimiento ágil y que no se demora más de 6 meses. De hecho, aún no han finalizado los de CX  y Bankia incomprensiblemente.
La parcialidad y falta de objetividad de los expertos “independientes”: las consultoras designadas para hacer la criba sobre el acceso al arbitraje en algunos casos ya defendían los intereses de la entidad en los tribunales frente a todo tipo de demandas.
Insistencia por parte de las entidades en completar ellos mismos los formularios de solicitud para evitar utilizar las palabras “fraude”, “engaño”, o similares. En ese sentido, cuando los reclamantes manifestaban su interés en dejar constancia por escrito de cómo se produjo realmente el engaño, desde las entidades se lo desaconsejaban encarecidamente ya que de lo contrario, decían, “en ningún caso les darían la razón en el arbitraje”, coaccionando de esta manera la libertad de expresión de los afectados.
Constatación de que muchos ahorradores con un perfil aversivo al riesgo han recibido una inadmisión a trámite de su solicitud.

Lo anterior es marcadamente más flagrante en los casos en los que dichos pequeños ahorradores habían recibido previamente una resolución favorable de la CNMV (confirmando el engaño), y posteriormente se les denegaba el arbitraje.
En Novagalicia Banco y Cataluña Caixa inicialmente sólo aceptaban solicitudes de afectados por preferentes, para más tarde ampliar el abanico a los de deuda subordinada, con los perjuicios evidentes que ello provocó (algunos ya habían acudido a la vía judicial cuando “se abrió la veda”).
La “lotería” de los laudos: En muchos casos, clientes con preferentes y obligaciones subordinadas obtenían por uno de los productos un laudo favorable que les permitía recuperar el dinero pero no por el otro, sorprendente ya que el cliente, según el laudo, tiene un perfil conservador y se demuestra que se le ha vendido de manera engañosa un producto, hecho que debe ser idéntico en ambas situaciones.
Rechazo automático de todas aquellas solicitudes en Catalunya Caixa de aquellos afectados que hayan iniciado cualquier vía de reclamación judicial, a pesar de que las normas establecían que “la solicitud de arbitraje no implica renunciar a las demandas judiciales interpuestas hasta que el consumidor no sea informado de la admisión a trámite de su solicitud”.
ANEXO II ALGUNOS EJEMPLOS DE SISTEMAS DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE CONFLICTOS CON CONSUMIDORES EN EUROPA

1.- MODALIDADES DE RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS EN REINO UNIDO
Con carácter general, las modalidades de ADR que se exponen a continuación son comunes en Inglaterra y Gales, Escocia e Irlanda del Norte:

Defensores del Pueblo (Ombudsmen):

Se ocupa de las quejas de los ciudadanos tanto contra organismos públicos como privados.

Reguladores (Regulators): es un órgano independiente del gobierno creado por la ley, cuyas principales funciones son:

La inspección, el asesoramiento a terceros con respecto a los conflictos ante él planteados, la acreditación y la ejecución.

Arbitraje (Arbitration): procedimiento de carácter público que tiene como finalidad una resolución a un conflicto planteado fuera del ámbito judicial. Se utiliza como alternativa a los tribunales.

Mediación (Mediation): es un sistema de resolución alternativa de conflictos, empleado fundamentalmente para dar una solución extrajudicial a las controversias derivadas del ámbito del consumo. Su uso cada vez es más frecuente en asuntos comerciales.

Evaluación Imparcial (Neutral Evaluation): consiste en la presentación, por parte de un tercero imparcial, de un dictamen no vinculante sobre el fondo del asunto.

Conciliación (Conciliation): la conciliación presenta las mismas características que la mediación, con la salvedad de que en la conciliación el tercero imparcial (conciliador) tiene un papel más intervencionista.

Peritaje (Expert Determination): es un procedimiento a través del cual las partes en conflicto decide, de mutuo acuerdo, acudir ante un experto independiente para que decida sobre el conflicto.

Investigación Imparcial (Neutral Fact Finding): este sistema se emplea en casos que presentan una cierta complejidad técnica, en donde un experto independiente investiga los hechos del asunto y emite un dictamen no vinculante sobre el fondo del litigio.

Mediación y Arbitraje (Mediation and Arbitration): este sistema tiene lugar en aquellos casos en donde las partes aceptan voluntariamente acudir a la mediación, pero solicitan un arbitraje si esta no da los resultados esperados por ellas. La solución de un conflicto por un método alternativo puede adoptar la forma de una decisión o de un acuerdo entre las partes, en función de la modalidad de que se trate.

Generalmente, la mediación, la conciliación y la evaluación imparcial se consideran ayudas para lograr el acuerdo.

El peritaje, la adjudicación y el arbitraje conducen a decisiones que pueden ser vinculantes o no según las circunstancias y métodos empleados. Las decisiones de algunos defensores del pueblo son vinculantes; las de otros, sólo recomendaciones.

En cuanto a las especificidades.

Inglaterra y Gales
En materia de consumo en Inglaterra y Gales, los consumidores que tienen algún conflicto derivado de la adquisición o contratación de algún producto o servicio pueden optar por seguís diferentes vías de reclamación. La forma de resolver una reclamación va a ser mediante la comunicación con la empresa o el negocio directamente.

Algunos sectores disponen de sistemas eficaces para tratar las quejas a través de un regulador, con funciones de ejecución, o de un consejo sectorial de consumidores. Muchos conflictos de consumidores se solucionan directamente con el comerciante o la empresa afectada. A menudo, los consumidores tienen que seguir el procedimiento de reclamación previsto por el comerciante, cuando existe, antes de recurrir a otra modalidad de solución del conflicto.

Escocia
En Escocia, los consumidores que se enfrentan a un conflicto no resuelto sobre bienes o servicios pueden optar por seguir diferentes vías de reclamación. La forma de resolver una reclamación antes de que se convierta en un litigio consiste en contactar con la empresa o el negocio directamente.

Los trading standards departments (departamentos de inspección del comercio) y los Citizens Advice Bureaux (centros de asesoramiento al ciudadano) ofrecen muchas posibilidades de ayuda y asesoramiento. Son competentes para investigar reclamaciones relativas a descripciones falsas o engañosas, precios, pesos y medidas, créditos al consumo y seguridad de los bienes de consumo.

Algunos sectores disponen de sistemas eficaces para tratar las quejas a través de un regulador, con funciones de ejecución, o de un consejo sectorial de consumidores, que carece de tales funciones.

Muchos conflictos de consumidores se solucionan directamente con el comerciante o la empresa afectada. A menudo, los consumidores tienen que seguir el procedimiento de reclamación previsto por el comerciante, cuando existe, antes de recurrir a otra modalidad de solución del conflicto.

Irlanda del Norte

En materia de consumo, en Irlanda del Norte, los consumidores que se enfrentan a un conflicto no resuelto sobre bienes o servicios pueden optar por seguir diferentes vías de reclamación. La forma de resolver una reclamación antes de que se convierta en un litigio consiste en contactar con la empresa o el negocio directamente. Los trading standards departments (departamentos de inspección del comercio) y los Citizens Advice Bureaux (centros de asesoramiento al ciudadano) ofrecen muchas posibilidades de ayuda y asesoramiento. Algunos sectores disponen de sistemas eficaces para tratar las quejas a través de un regulador, con funciones de ejecución, o de un consejero sectorial de consumidores, que carece de tales funciones. En ocasiones, los consumidores tienen que seguir el procedimiento de reclamación previsto por el comerciante, antes de recurrir a otra modalidad de solución del conflicto.
2.- LOS SISTEMAS ADR EN ALEMANIA
En Alemania existe una gran diversidad y número de organismos ADR. La mayoría son organizados por los colegios profesionales (las Cámaras de Industria y Comercio, los Consejos Médicos Generales) y los gremios de diferentes artesanías, Handwerkskammern, (Reparación de vehículos, fabricantes de calzado, limpieza de textiles y otros comerciantes) que tienen un conocimiento a nivel de experto en la resolución del caso concreto.
Conflictos entre consumidores y empresas
Los Defensores del Pueblo
Los servicios de ADR por Defensores del Pueblo, se ofrecen, sobre todo para las disputas entre los proveedores de servicios financieros y los consumidores, aunque también existen Defensores en diferentes ámbitos, como el Defensor del Pueblo para la Salud Privada; en materia de seguros, el Defensor de Seguros; el Defensor de Disputas con Banca; en el sector inmobiliario, el Defensor del Pueblo de la Construcción y en relación con las controversias relacionadas con el comercio en línea entre consumidor y comerciante, señalar al Online- Schlichter Baden-Württemberg, "Reiseschiedsstelle" 
Las controversias relacionadas con el comercio en línea. Además, el Schlichtungsstelle Mobilitaet y Reiseschiedstelle proporcionar servicios de ADR en el sector de transporte y los viajes, respectivamente. Dependiendo del Estado Federado puede ser obligatorio, o no, acudir a estos órganos extrajudiciales de resolución de conflictos antes de acudir a la vía judicial.
Arbitraje

En materia de consumo, en la mayoría de las ciudades de cierta relevancia disponen de servicios de arbitraje y conciliación en las cámaras de industria y comercio y de artesanos. A ello se añade los servicios de conciliación de los talleres mecánicos para conflictos relativos a reparaciones automóvil, y los servicios de conciliación para el comercio del automóvil de ocasión; En algunos Estados Federados, existen servicios de arbitraje y conciliación para desacuerdos con técnicos de radio y TV, carroceros o artesanos profesionales (como carpinteros, techadores, embaldosadores etc.), incluso para reclamaciones que afectan a la industria o la artesanía del calzado. Seis Estados Federados de Alemania ofrecen además servicios de conciliación en el ámbito de la construcción.

El ombudsmann bancario
Hay que destacar la figura del Ombudsmann de distintos bancos privados que se ocupa de tratar todas las reclamaciones que afectan las operaciones bancarias y transacciones financieras.
Recomendaciones no vinculantes
Las recomendaciones emitidas por los servicios de conciliación no vinculan a las partes. A veces, sin embargo, la decisión del órgano de conciliación implica una obligación unilateral para la empresa. El cierre definitivo del procedimiento, no obstante, sólo se produce cuando las partes del conflicto se ponen de acuerdo y llegan a una transacción.
3.- SUECIA
Los sistemas ADR empleados en Suecia están organizados en dos grandes grupos:

- Métodos extrajudiciales de solución de controversias: se trata de procedimientos en los que se celebra un acuerdo entre las partes que pone fin al conflicto suscitado entre ellas, sin la intervención de un órgano jurisdiccional. A pesar de su carácter extrajudicial, algunos de estos sistemas van a estar regulados legislativamente. En cambio, otros se van a basar íntegramente en el

acuerdo celebrado entre dos o más personas u organismos de Derecho Privado.
Procedimientos previstos por ley: se trata de métodos ADR cuyo procedimiento aparece contemplado y regulado por las leyes suecas. La Oficina Nacional de Reclamación del Consumidor emplea el método ADR por excelencia en Suecia. Este organismo sólo examina los conflictos entre empresas y consumidores.

El procedimiento solo se va a iniciar a petición del consumidor, de forma escrita

y gratuita para las partes. Y va a conocer solo de los conflictos que se den en materia de consumo, tanto de carácter nacional como transfronterizo.

Una vez alcanzada la decisión, por la Oficina Nacional de Reclamación del Consumidor, esta adopta la forma de recomendación para las partes.

En ciertos tipos de conflictos, se prevé, cuando sea insuficiente para solventar el litigio una recomendación, que las partes acudan a la mediación.
Procedimientos Transaccionales: se caracteriza por el uso de sistemas ADR,

que han sido creados y regulados por organismos de carácter privado. Estos sistemas son muy frecuentes en materia de seguros. Estos organismos privados tienen como función la búsqueda de una solución imparcial

y flexible a los conflictos ante ellos planteados.
Defensor del asegurado 
En el ámbito de los seguros, algunos de estos organismos han creado soluciones de carácter uniforme a los conflictos derivados de los contratos de seguros. De manera que muchas compañías de seguro han optado por la creación de estos organismos, que son independientes de ellas y que se ocupan específicamente de dar solución a las controversias surgidas entre los consumidores y los empresarios del sector de los seguros.

Las grandes compañías de seguros suelen contar con su propio ombudsman del cliente (defensor del cliente), al que pueden acudir todos aquellos asegurados que no estén de acuerdo con las decisiones tomadas por la compañía en relación con las reclamaciones realizadas por ellos.

El procedimiento presenta forma escrita, aunque hay casos excepcionales en los que no se requiere de dicha forma.

Suele ser gratuito, no obstante, en determinados casos se cobra un Derecho de inscripción o de solicitud, ya que el procedimiento es costeado por la compañía de seguros parte en el conflicto.

El procedimiento concluye con la resolución del conflicto, momento al cual se llega cuando se adopta una recomendación, que va a ser de carácter consultivo y no vinculante para las partes, de manera que estas decisiones no van a poder ejecutarse coercitivamente. Aunque las recomendaciones no surtan efectos legales, la empresa que se compromete con su organización profesional al cumplimiento de las mismas, puede ser objeto de sanciones civiles.

La Oficina Nacional de Reclamación del Consumidor
En lo que respecta al consumo y a los sistemas de resolución alternativa de conflictos en Suecia, existe un órgano gubernamental creado específicamente para el control y resolución de este tipo de conflictos.

Nos estamos refiriendo a la ya mencionada Oficina Nacional de Reclamación del Consumidor (Allmänna reclamationsnämnden), que se ocupa de examinar y dirimir los casos de desacuerdo entre consumidores y vendedores. Para que pueda conocer del conflicto, se exige que el producto o servicio del que deriva la controversia tenga un valor superior a una cantidad pre establecida. Este organismo no gestiona los litigios inmobiliarios. La resolución de los litigio por parte de este organismo es gratuita.

4.- FINLANDIA
Para la solución alternativa de conflictos mediante procedimientos extrajudiciales son de aplicación, en Finlandia, las siguientes modalidades de ADR:
Servicio de Asesoramiento: a través de él, se proporciona a los ciudadanos el asesoramiento preciso que necesiten para celebrar los contratos y acuerdos que pongan fin a sus controversias. Algunos de estos servicios están específicamente contemplados dentro de la legislación finlandesa, mientras que otros los ofrecen de forma voluntaria las organizaciones sin ánimo de lucro.
Procedimiento de arbitraje y mediación: los servicios de mediación tienen como fin la aproximación o acercamiento mutuo de las partes en una controversia con la intención de trabajar juntas con miras a conseguir un consenso entre ellas que ponga fin a su litigio. Dentro de este procedimiento, destaca la mediación como método por excelencia utilizado en Finlandia, lo que hace que nos adentremos en un estudio más profundo de la misma:
Mediación extrajudicial: es el sistema ADR más utilizado en Finlandia. En materia de consumo, las reclamaciones de los consumidores pueden ser atendidas por los asesores de consumo y por la Junta de Reclamaciones de Consumo. La Junta es un órgano nacional creado para la recepción de las quejas de los consumidores contra los comerciantes finlandeses.

La mediación puede ser solicitada por las propias partes o por una de ellas, antes de acudir a un órgano jurisdiccional. Uno de los derechos más importantes que les asiste es la posibilidad que tienen de revocar su consentimiento en cualquier momento de la fase de conciliación.

La mediación o conciliación, ya que la normativa finlandesa emplea indistintamente estos dos términos para referirse a este sistema ADR, supone para quienes acuden a ella un coste inferior al de un proceso judicial, ya que cada una de las partes va a soportar sus propios costes.

Las partes van a poder, en todo momento, solicitad la asistencia de un asesor, así como también pueden solicitar la ayuda de alguna oficina de asistencia jurídica gratuita. Como ya se ha manifestado, las partes pueden acogerse al procedimiento de conciliación siempre que hayan manifestado de forma voluntaria y personal su conformidad con el mismo, es por esto que se exige como requisito, que tengan capacidad para comprender las implicaciones que conlleva someterse a este sistema ADR.
Arbitraje: el procedimiento arbitral aparece específicamente regulado dentro de la Ley de arbitraje nº 967, de 1 de diciembre.
Recomendaciones sobre solución de conflictos: son procedimientos alternativos de solución de conflictos que llevan aparejada la formulación de una recomendación referente al modo de solucionar el conflicto. La recomendación suele basarse en las disposiciones de la legislación vigente en Finlandia que sean relevantes para el caso en cuestión.

En Finlandia, las partes pueden acudir a estos sistemas de ADR sin necesidad de representante o abogado. Sin embargo, dependiendo de la complejidad del caso concreto, puede ser necesario contratar los servicios de un abogado o de un representante, para poder llegar a un acuerdo, que sea aceptable para las dos partes litigantes, y convenido bajo el asesoramiento jurídico de profesionales expertos en la materia.

Por lo que respecta al ámbito específico de resolución de conflictos en materia de consumo, cabe destacar que existen en Finlandia una serie de instituciones especializadas en el empleo de sistemas ADR en los distintos tipos de conflictos que se pueden dar dentro del ámbito del consumo, en este sentido:
El Consejo Municipal de Consumido El Consejo Municipal de Consumidores

(Kunnallinenkuluttajaneuvonta): la legislación finlandesa establece la obligación

de facilitar a los residentes del municipio servicios de asesoramiento en materia

de consumo, por parte de los Ayuntamientos.

Para el cumplimiento de este deber existe un órgano específico dentro de cada

ayuntamiento, denominado Consejo Municipal de Consumidores.

En caso de que el conflicto incumba a más municipios, se deberá acudir al  Consejo de Consumidores de Helsinki. Cuando no se llega a una solución a través de este sistema de asesoramiento cabe la posibilidad de acudir ante un órgano imparcial y solicitar una recomendación.

Existen dos organismos que van a poder emitir recomendaciones en materia de con-La Oficina de Reclamaciones de Consumidores (Kuluttajavalituslautakunnan): su principal función es proporcionar Recomendaciones a todos aquellos consumidores que acudan a ella, sobre la solución de los conflictos que puedan existir entre los consumidores y los comerciantes y empresarios que afecten a contrato u acuerdos sobre productos de consumo, o bien, a la compra de los mismos. La gestión de un asunto en materia de consumo por parte de esta Oficina se presta con carácter gratuito, sin perjuicio de los costes de tramitación que correrán a cargo de las partes litigantes.

El Consejo de Seguros (Vakuutuslautakunta): es una institución que se ocupa de solventar los conflictos derivados de los contratos voluntarios de seguros y de la indemnizaciones. Su función principal va a residir en entablar acuerdos con las compañías aseguradoras a fin de evitar perjuicios a los consumidores, o facilitar la resolución de los conflictos que se puedan dar con los consumidores.

La Oficina de Asesoramiento Presupuestario y en Materia de Endeudamiento (Talous- ja velkaneuvonta): Se trata de un servicio municipal  que presta asesoramiento en lo que respecta a la materia presupuestaria y de endeudamiento, proporcionando la información necesaria a los consumidores que les facilite la correcta gestión de sus créditos, así como también les asiste en la búsqueda de soluciones alternativas a sus problemas de endeudamiento. Los deudores que acuden a este órgano pueden solicitar su ayuda, con el fin de conseguir, mediante un acuerdo con la entidad de crédito, el fraccionamiento del pago de sus deudas.

Otra de sus funciones va a ser la gestión y el control en los procesos de liquidación de deudas, principalmente asiste al consumidor en la elaboración de la solicitud de liquidación, en el suministro de los documentos e investigaciones que la legislación finlandesa exige en materia de liquidación de deudas, de acuerdo con la Ley 57/1993.

Por último, facilita al deudor la búsqueda de asesoramiento jurídico especializado, en caso de necesitarlo.

Los organismos responsables del control y orientación en el uso de esto Estatal de Salud y Bienestar, a quienes corresponde garantizar la disponibilidad de servicios de mediación en cualquier parte del país.
Los sistemas ADR son:

Las Oficinas Provinciales del Sistemas Instituto Nacional de Salud y Bienestar, en él se proporciona toda la información relativa a los servicios de mediación finlandeses proporcionados por las Oficinas Provinciales del Sistema Estatal de Salud y Bienestar. 
�	Artículo 25.1 de la Directiva 2013/11/UE


�	Para una noción del concepto “resolución alternativa de conflictos”, ver “La Defensa Colectiva de los usuarios de servicios financieros. Especial atención al sistema extrajudicial de conflictos y la nueva normativa europea.” Página 10, ADICAE, 2013.


�	El Defensor del Pueblo critica a la Banca y tacha de inoperante al Servicio de Reclamaciones del Banco de España  � HYPERLINK "http://laeconomiadelosconsumidores.adicae.net/index.php?articulo=149"��http://laeconomiadelosconsumidores.adicae.net/index.php?articulo=149� 


�	Para ampliar esta cuestión, ver “Sistemas de Resolución Extrajudicial de Conflictos con los consumidores.” página 19, ADICAE 2014.


�	Para una noción del arbitraje de consumo, ver “Sistemas de Resolución Extrajudicial de Conflictos con los consumidores.” página 19, ADICAE 2014


�	Para conocer el problema de las Participaciones Preferentes y otros graves problemas al ahorro inversión con los consumidores Españoles, ver � HYPERLINK "http://laeconomiadelosconsumidores.adicae.net/catalogo.php?mode=hlist&pub=Boletin_ahorro&cat=12"��http://laeconomiadelosconsumidores.adicae.net/catalogo.php?mode=hlist&pub=Boletin_ahorro&cat=12�


	Para conocer la situación judicial de estos casos ver “La acción judicial colectiva en España”, pagina 65. ADICAE 2014


�	A este respecto en el ANEXO a este Informe aportamos algunas consideraciones sobre el llamado “arbitraje de las preferentes.”


�	Tanto los informes del Servicio de Reclamaciones de al Dirección General de Seguros   � HYPERLINK "http://www.dgsfp.meh.es/sector/documentos/Informes 2010/Informe Servicio Reclamaciones 2010.pdf"��http://www.dgsfp.meh.es/sector/documentos/Informes%202010/Informe%20Servicio%20Reclamaciones%202010.pdf�  , como dela CNMV  � HYPERLINK "http://www.cnmv.es/DocPortal/Publicaciones/Informes/IA2010_web.pdf"��http://www.cnmv.es/DocPortal/Publicaciones/Informes/IA2010_web.pdf� , carecen estadísticas concretas sobre grado de cumplimiento de las resoluciones favorables al consumidor. 


�	Para comprobar la nula eficacia de estos informes véase Las reclamaciones a la Banca aumentan con la crisis, pero las resoluciones del Banco de España siguen sin cumplirse   http://usuariosdebancayseguros.adicae.net/index.php?articulo=492


�� HYPERLINK "http://proyectos.adicae.net/proyectos/internacionales/foropermanente/index.htm"��	http://proyectos.adicae.net/proyectos/internacionales/foropermanente/index.htm� 


�	“La burocratización sigue instalada en el servicio de reclamaciones de la CNMV ” � HYPERLINK "http://laeconomiadelosconsumidores.adicae.net/index.php?articulo=190"��http://laeconomiadelosconsumidores.adicae.net/index.php?articulo=190� 


�	Para conocer y profundizar propuestas que mejoren los sistemas de resolución alternativa de conflictos con consumidores ver “Sistemas de Resolución Extrajudicial de Conflictos con los consumidores.” Página127. ADICAE, 2014.


�	Incorporamos un ANEXO II con un breve resumen de los más interesantes y nos remitimos para una visión más amplia al libre de ADICAE “Sistemas de Resolución Extrajudicial de Conflictos  con los consumidores”, Capítulo 4, 2015
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